SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°135
RADICACIÓN: 660013109002201900087 01
ACCIONANTE: JOSÉ DARÍO ESPINOSA DÍAZ
 CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO HONORARIOS JUNTA DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / CORRESPONDE A LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES CUANDO LA INVALIDEZ SEA DE ORIGEN COMÚN.
En criterio de la Corporación, la decisión emitida por la primera instancia está acorde con las normas que regulan la materia, en especial con lo dispuesto en el artículo 142 del Decreto 019/12, el art. 17 de la Ley 1562/12, y a la jurisprudencia constitucional que ha determinado no solo la procedencia de la tutela para resolver asuntos como el que aquí se ventila, sino también para ordenarle a las AFP dar el trámite respectivo al proceso de calificación de sus afiliados y asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez.

Puntualmente la H. Corte Constitucional en sentencia T-400/14, en su aparte pertinente indicó: 

“[…] Se concluye que las Juntas de Calificación de Invalidez son las encargadas de proferir el dictamen de pérdida de capacidad laboral, cuando esta sea necesaria para acceder al reconocimiento y pago de cualquier clase de prestación social que pretenda garantizar el mínimo vital y la vida en condiciones dignas de las personas. El artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, establece que quiénes deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las Administradoras de Riesgos Laborales…”:
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (6) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación N° 1104
Hora: 2:10 p.m.
1.- VISTOS
Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Directora de Acciones Constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de tutela promovida por el ciudadano JOSÉ DARÍO ESPINOSA DÍAZ.
2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) desde hace algún tiempo padece varias patologías motivo por el cual inició proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante COLPENSIONES; (ii) en primera instancia fue calificado por COLPENSIONES mediante dictamen No 3381071 de marzo 01 de 2019 con un porcentaje de 39.50% PCL y fecha de estructuración abril 20 de 2018, por enfermedad de origen común; (iii) posteriormente, la Junta Regional de Calificación emitió el dictamen No 10194715 de julio 31 de 2019 con un porcentaje de 50.59% PCL, con la misma fecha de estructuración y origen de la enfermedad; (iv) contra dicho dictamen presentó recurso de apelación, sin embargo, ha transcurrido más de un mes y medio y no se ha resuelto el recurso; y (v) en la Junta de Calificación le manifestaron que COLPENSIONES no ha pagado los honorarios de la última valoración, y hasta tanto se realice dicho pago, no es posible enviar la documentación a la Junta Nacional de Calificación. 
Con fundamento en lo anterior, solicita la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social, y se ordene a COLPENSIONES pagar los honorarios correspondientes para llevar a cabo la valoración de la pérdida de capacidad laboral ante la Junta Nacional.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El trámite correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), despacho que admitió la acción constitucional y ordenó correr traslado a COLPENSIONES,  y vinculó a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE RISARALDA y a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. Las dos últimas entidades se pronunciaron en los siguientes términos:

- El Secretario Técnico de la JUNTA REGIONAL DE INVALIDEZ DE RISARALDA aclaró que la falta de envío del expediente a la Junta Nacional no es una actuación caprichosa por parte de ellos, sino que se trata del cumplimiento expreso de la norma que rige a las Juntas de Calificación; es decir, lo dispuesto por el artículo 43 del Decreto 1352/13, el cual indica que no se puede remitir el expediente de calificación a la Junta Nacional hasta tanto se abonen los honorarios que le competen a esta última.

Solicita que se desvincule a la entidad de la acción de tutela, por cuanto no se ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante.

- La JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ indicó que no encontraron registro alguno para trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral respecto del señor JOSÉ DARÍO ESPINOSA DÍAZ, por lo tanto, solicitó ser desvinculada del trámite de la acción de tutela.

3.2.- Dentro del término constitucional y legal (noviembre 5 de 2019) la juez a quo emitió providencia en la que tuteló los derechos fundamentales del debido proceso y seguridad social del que es titular el señor ESPINOSA DÍAZ; por tanto, le ordenó a COLPENSIONES que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación, cancele los honorarios de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. Y ordenó a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA que en igual término proceda a informar a las autoridades competentes acerca de la omisión de COLPENSIONES para la respectiva investigación y sanción, además para que proceda a remitir el expediente del accionante ante la Junta Nacional para que se resuelva sin dilación alguna el recurso de apelación. 
Para tomar la anterior determinación, consideró que la omisión de COLPENSIONES de llevar a cabo el pago de los honorarios con el fin de que se resuelva el recurso de apelación contra el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, constituye una franca vulneración a los derechos fundamentales del accionante, pues de la calificación de su pérdida de capacidad laboral depende la determinación y acceso a otras prestaciones contempladas en el régimen de seguridad social, entre ellas, la pensión de invalidez.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES solicitó se revoque el fallo de tutela, se declare improcedente la acción de tutela. Señaló que la accionante no radicó ante la entidad solicitud de pago de honorarios a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, por tanto, no es procedente dicho pago. 
El artículo 17 de la ley 1562/12 señala que el pago de honorarios le compete a COLPENSIONES cuando se haya señalado por parte de la EPS que la incapacidad que la genera es de origen común. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1382/00, 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069/15 y 1º del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales deprecados por el señor JOSÉ DARÍO ESPINOSA DÍAZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso el señor ESPINOSA DÍAZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales, los cuales estima vulnerados ante la negativa de COLPENSIONES de pagar los honorarios a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para que se resuelva el recurso de apelación que interpuso contra el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda en julio 31 de 2018.

La jueza de primer nivel protegió los derechos fundamentales reclamados por el actor y consideró que de acuerdo con en el artículo 43 del Decreto 1352/13, aunado a lo establecido por la jurisprudencia constitucional, corresponde a COLPENSIONES pagar los honorarios a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para que resuelva el recurso de apelación.

Por su parte el Gerente Judicial de COLPENSIONES asegura que la accionante no elevó ninguna solicitud al respecto, pero además solo le corresponde asumir el pago de los honorarios si la EPS en su concepto señaló la enfermedad como de origen común.

En criterio de la Corporación, la decisión emitida por la primera instancia está acorde con las normas que regulan la materia, en especial con lo dispuesto en el artículo 142 del Decreto 019/12, el art. 17 de la Ley 1562/12, y a la jurisprudencia constitucional que ha determinado no solo la procedencia de la tutela para resolver asuntos como el que aquí se ventila, sino también para ordenarle a las AFP dar el trámite respectivo al proceso de calificación de sus afiliados y asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez.

Puntualmente la H. Corte Constitucional en sentencia T-400/14, en su aparte pertinente indicó: 

“[…] Se concluye que las Juntas de Calificación de Invalidez son las encargadas de proferir el dictamen de pérdida de capacidad laboral, cuando esta sea necesaria para acceder al reconocimiento y pago de cualquier clase de prestación social que pretenda garantizar el mínimo vital y la vida en condiciones dignas de las personas. El artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, establece que quiénes deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las Administradoras de Riesgos Laborales, "ya que al ser un servicio esencial en materia de seguridad social, su prestación no puede estar supeditada al pago que haga el interesado, pues este criterio elude el principio solidaridad al cual están obligadas las entidades de seguridad social". Sin embargo, como se expuso, la jurisprudencia de esta Corporación dispone, bajo el mismo criterio, que las aseguradoras también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez. […]” -negrilla de la Sala-

Se itera, la acción invocada es procedente por cuanto si bien el actor podría hacer uso de la vía ordinaria para definir el asunto, ésta no sería idónea para la protección de sus derechos, en atención a su condición de salud, ya que padece HIPERTENSIÓN ESENCIAL, HIPOACUSIA NEUROSENSORIAL BILATERAL, PRESBICIA, TRASTORNO DE DISCO LUMBAR CON RADICULOPATÍA, TRASTRONO DEPRESIVO RECURRENTE y TUMOR MALIGNO DEL COLON. Pero además, se trata de una persona de especial protección constitucional dado que presenta una pérdida de capacidad laboral de 50.59%, situación que refleja su imposibilidad de desempeñar algún tipo de actividad laboral y por ende hay una afectación real de su mínimo vital.

Ahora, no puede aceptarse la tesis de COLPENSIONES cuando afirma que no ha realizado el pago de honorarios a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ por cuanto la accionante no ha elevado la solicitud, toda vez que no puede descargar en sus afiliados trámites administrativos que le corresponde asumir a las entidades que se encuentran involucradas en el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral.

De otra parte, está claro que el concepto del origen de la enfermedad por la cual fue calificada la accionante es de origen común, por tanto, no puede escudarse el fondo de pensiones en que dicha situación no es así, ya que los dos dictámenes que se han emitido advierten el origen de la enfermedad. Así las cosas, le corresponde a COLPENSIONES asumir los honorarios de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.
Por lo anterior, se confirmará en su integridad la decisión adoptada por la funcionaria de primer nivel, al encontrarse ajusta a derecho.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, con las aclaraciones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia. 

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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